En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Capital de la Provincia de Jujuy, República Argentina, a los veintidós días del mes de Junio de mil novecientos noventa y dos, reunidos en la Sala de Acuerdos del Superior Tribunal de Justicia, los Sres. Miembros del Tribunal Electoral de la Provincia, Dres. Amado Roberto Cura, Roberto Raúl Salvador y Benjamín Burgos, vieron el Expte. Nº 33 – Letra “I.C.” – Año: 1992, caratulado: “SR. OLEGARIO MARAZ con Patrocinio del Dr. Segundo Lucio Cardozo. IMPUGNA CANDIDATURA DEL SR. MIGUEL ANGEL GALO AL CARGO DE INTENDENTE DE CIUDAD PERICO – Candidato por los Sub-Lemas: “LISTA MARRON LIGA DEL INTERIOR”, “ROJO PUNZO”, “LISTA CELESTE”, “TRABAJEMOS POR PERICO”, “”GRANDE PERICO” – Lema: “FREJUPE”; y

CONSIDERANDO: 

A posteriori de haber dictado Resolución el Tribunal, en los términos de los arts. 89 p. 4 de la Constitución Provincial; 52, 53, 54, 204 incs. d) y f), cc. del Código Electoral de Jujuy – Ley 4564/91, por conducto de cuya normativa procediera a oficializar al Candidato a Intendente Municipal propuesto por los Sub-Lemas “LISTA MARRON LIGA DEL INTERIOR”, “ROJO PUNZO”, “LISTA CELESTE”, “TRABAJEMOS POR PERICO” y “GRANDE PERICO” del Lema: “FRENTE JUSTICIALISTA PRODUCCIÓN Y ESTABILIDAD” (FREJUPE), Sr. Miguel Ángel Galo, en miras al Acto Comicial a celebrarse en Ciudad Perico el 28 de Junio del cte., comparece en el Expte. El Sr. Olegario Maraz con el Patrocinio Letrado del Dr. Segundo Lucio Cardozo en su carácter de “electores habilitados y/o empadronados en la Municipalidad de Ciudad Perico”, con la finalidad de “impugnar la Candidatura del Sr. Miguel Angel Galo”, y ello así, tal cual lo ponen de manifiesto, con fundamento puntual en el art. 64 de la Carta Orgánica Municipal.-
Al enunciar los motivos sustentes que motorizan la impugnación de marras, dejan señalado, “como de público y notorio”, que el Candidato de referencia “asumió como Intendente Interino de Ciudad Perico a consecuencia de la vacancia producida en ese cargo por la anulación de las Elecciones celebradas el pasado 27 de Octubre de 1991, resuelta por el Concejo Deliberante exclusivamente en la Categoría de Intendente”, interinato que se cumple, “también sus modos de ver, en virtud de lo previsto en el art. 184 apartado 9 de la Constitución Provincial … y específicamente en el caso de Ciudad Perico, por el art. 64 de la Carta Orgánica Municipal”, normativa ésta que consideran “lo inhibe de postularse o ser postulado”, siendo de esa manera, reiteran, por imperatividad del indicado art. 64 de la citada Carta Orgánica Municipal de aplicación al caso, que “no podrá ser Candidato el funcionario que esté ocupando el cargo interinamente …”, texto legal que advino en razón del ejercicio de la “autonomía” Municipal para la organización de su propio gobierno “sin dependencia de otro poder” ni limitadas sus funciones y potestades “por Autoridad alguna”, actuando como corolario del planteamiento formalizado, en punto a esa línea argumental, que “bajo ningún punto de vista puede ser Candidato (el Sr. Galo) en los Comicios convocados para el próximo 28/06/92”.-
La impugnada, con la asistencia profesional del Dr. Adolfo Palermo, respondiendo la sustanciación ordenada, peticiona el rechazo de la instancia electa por la impugnante (fs. 11/14 vta.), transitando a tal fin capítulos que refieren  a “negaciones” iniciales, “extemporaneidad” de la Impugnación acometida y contestación en “subsidio” del fondo de la cuestión.-

Al desmenuzar los diferentes tramos que dan explicación a su derecho constitucional  de defensa, si bien reconoce la facultad que le asiste a todo ciudadano de injerirse en el proceso preelectoral formalizando presentaciones como la que nos ocupa, “es obvio –afirma- que para éste (como para quienes revisten el carácter de Apoderados  de Lemas o Sub-Lemas) los plazos se muestran perentorios y muestran la preclusión de las distintas etapas, debiendo –en consecuencia- actuar con la diligencia necesaria para que no caduquen los derechos que pudiera utilizar”, y a propósito de lo cual, acudiendo a una casuística ejemplificativa, advierte respecto a lo que ocurriría si cualquier elector, con “criterio de animosidad política” buscara incapacitar  a un Candidato en instancias próximas al Acto Comicial con el “sólo efecto de incidir en la opinión de los votantes”, y a esos menesteres “utilizar al Tribunal Electoral como un medio para radicar una impugnación extemporánea en el período preelectoral, buscando descalificar gratuitamente a uno de los Candidatos”, siendo de opinión, por tal virtud, que la pretensión articulada debe ser rechazada.-
Desde otro punto referencial, en “subsidio”, contesta el fondo de la cuestión puesta a consideración, y a ese respecto manifiesta que “el análisis y la fundamentación que vuelca el impugnante no se compadece con la realidad de los hechos, habida cuenta –expresa- que refiere a una “acefalía permanente” (art. 64 de la Carta Orgánica), a cuando todo se trata de los presupuestos consagrados en el art. 63 “de la Acefalía Inicial”, haciendo notar, en base a tal advertencia, la distinta inteligencia que trasunta de los textos normativos citados; tanto más aún si para el caso y con la elección que se avecina “no se está por completar el período por el que fuera electo el Intendente” y eventualmente se hubiera producido  a  posteriori una situación de acefalía “por muerte, renuncia, vacancia o destitución del mismo, en cuyo supuesto  “el Presidente del Concejo Deliberante desempeñará sus funciones  hasta completar el período …”, que sí contiene una inhabilitación conforme al art. 64, sino una situación sustancialmente diferente que remite a “relatar los hechos de orden político que vivió Ciudad Perico, ya que como fue de público y notorio, el Concejo Deliberante en base a facultades y atribuciones que le concede la Carta Orgánica, anuló la Elección (del 27/10/91) para la Categoría de Intendente, convocando a un Nuevo Proceso Electoral y haciendo que la titularidad del Ejecutivo Comunal quede en manos del Presidente del Concejo Deliberante”, o lo que es lo mismo, que “el ciudadano Julio Costas que resultó Intendente electo (en el Comicio del 27/10/91), por un impedimento definitivo no pudo asumir, colocando el Concejo Deliberante como titular del Ejecutivo Comunal” al Candidato ahora impugnado.-
A su turno, también por efecto del dispositivo rolante a fs. 6, el Dr. Riad Quintar, a la sazón Apoderado del Sub-Lema “Lista Marrón Liga del Interior” y con la ratificación al pie de los representantes a estos efectos comiciales, de los Sub-Lemas “Trabajemos por Perico”, “Rojo Punzó”, “Grande Perico” y “Celeste”, todos también del FRENTE JUSTICIALISTA PRODUCCIÓN Y ESTABILIDAD (FREJUPE), compareciendo en el trámite de autos, solicitan el rechazo de la impugnación interpuesta, empleando, para fundar la tesis que ponen en práctica, argumentos que en su esencia resultan similares a los exteriorizados por el Candidato Galo.-
Por último, inserto el criterio del Ministerio Electoral (fs. 25/26), que en lo medular se pronuncia por “el rechazo de la impugnación planteada”, en tanto la misma “resulta extemporánea”, y el mérito que le asiste luego de ponderar los arts. 63 y 64 de la Carta Orgánica Municipal, la causa quedó en estado de resolver.-

Expuesta la cuestión a decidir, de la manera historiada precedentemente, corresponde, en forma preliminar, destacar que en autos no se encuentra discutida la legitimación procesal de los impugnantes, razón por la cual, no siendo cuestionado el carácter de “electores habilitados o empadronados …” que se invoca en el escrito de inicio, a ello deberá estarse, pues el Tribunal no puede hacer declaraciones en abstracto, conforme doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación  (Fallos 193/524). Asimismo, en punto a la competencia conferida a este órgano jurisdiccional electoral para dirimir el conflicto suscitado “inter-partes”, además de no existir cuestionamiento sobre ese particular, obra palmario que ella surge atribuida por los repartos constitucionales legales en razón de ser el Tribunal “un organismo permanente” creado por la Ley Suprema Provincial (arts. 88 p. 1; 89 p. 4 y 9) y estructurado por las disposiciones del Poder Constituido (Ley 4564/91, arts. 181, sgtes. y cc.).-
Igual conclusión corresponde imprimir respecto las citas referidas a “autonomía municipal”,  no dependencia del mismo de “otro poder”, ni “limitación” de las facultades municipales, que al  no integrar la litis en los términos que ella fuera trabada, sólo constituyen lecturas declamativas  ajenas al Tribunal.-

Ahora bien, introduciéndonos en la solución que el supuesto en estudio merece, corresponde a esta Corte Electoral señalar que en el Expte. Nº 25/92, caratulado: “Dr. Riad Quintar – Apoderado – Solicita Ratificación Sub-Lema “Lista Marrón Liga del Interior” p/elección Intendente Ciudad Perico –Lema: “FREJUPE”, tal cual fuera requerido por el representante de ese nucleamiento político partidario (fs. 9) y aceptación de postulación del nominado (fs. 8), en fecha 22 de mayo de 1992 recayó pronunciamiento resolviendo “Oficializar al Candidato para la Categoría de Intendente presentado … y que es el Sr. Galo, Miguel Angel – M.I. Nº 13.019.153”, determinación que fue notificada al Lema (FREJUPE) y Sub- Lema (Lista Marrón - Liga del Interior)  en los términos del art. 54 –Ley 4564/91 y cc.; y asimismo, teniendo en cuenta que “la Provincia de Jujuy organiza sus Instituciones fundamentales bajo la forma Representativa, Democrática, Republicana y de sujeción del Estado a normas jurídicas, las que serán actuadas conforme a los principios de solidaridad y justicia social, en procura del Bien Común” (Constitución Provincial art. 1 p.2); que  “las Resoluciones y demás Actos de los Poderes del Estado, de sus entidades descentralizadas y de las demás Instituciones Provinciales y Municipales, serán públicos” (Constitución Provincial art. 12 p. 1); que “las actuaciones ante el Tribunal Electoral y sus Resoluciones serán siempre públicas” (Ley 4564/91, art. 168), y que  “ … el Tribunal Electoral deberá dar a publicidad y difundir las Resoluciones que se vinculen con el ejercicio de sus funciones” (idem. Art. 184), fue que se dispuso una tan amplia como variada publicidad de las decisiones que “oficializaban los Candidatos de los distintos Lemas y Sub-Lemas que intervendrán en la Elección del Intendente de Ciudad Perico”, como no otra cosa se acredita, con elocuente evidencia, en “Parte de Prensa” obrante a fs. 180 y “nómina” de fs. 181 del Expte. Nº 20/92, puesto a disposición de los Medios de Comunicación Social, escritos, orales y televisivos, con asiento en la Capital Provincial y específicamente en Ciudad Perico.-

Así entonces, con los antecedentes dados de manifiesto precedentemente, no pueden existir dudas que sugieran siquiera, que algunas personas en su carácter de “electores habilitados y/o empadronados, nacionales o extranjeros, domiciliados o transeúntes, puedan llegar a manifestar que un hecho “público y notorio”, como lo es que el Sr. Galo ocupa la Intendencia de Ciudad Perico en forma interina, en virtud a los acontecimientos suscitados a posteriori de las Elecciones conjuntas realizadas en Octubre del año pasado, con más otra evidencia de la misma naturaleza, esto es, la postulación de su Candidatura a Intendente para compulsar fuerzas políticas el 28 de junio venidero,  ampliamente publicitada un mes antes, vaya a transformarse, “como por arte de magia” en una novedad que recién emergería a la luz del conocimiento, el día que los impugnantes decidieron articular su censura a tal postulación, es decir, en fecha 15 de Junio a hs. 19:30, y que a consecuencia de esa advertencia, que en el plano legal –afirman- se encontraría descripta por la norma del art. 64 de la Carta Orgánica de Perico, el Sr. Galo vería descalificada su persona para intervenir en el Acto Comicial de referencia por existir, según también aducen, una prohibición legal “en forma expresa, categórica e imperativa”, aspectos éstos que, al no ser compartidos por el Tribunal merecen un análisis suficiente, que se explicará a continuación.-
En efecto, enseña la ciencia procesal, ratificado por Jurisprudencia uniforme sobre el tema, que el instituto de la preclusión tiene por finalidad establecer un orden en los Actos Procesales, de tal modo que cuando se cierra un estadio del proceso no puede volverse sobre él y los actos cumplidos quedan firmes, no pudiéndose retornar a etapas consumadas y agotadas, puesto que así lo exige el buen orden del juicio (ED, 80-271; RED, 8-898, voz “Preclusión”, Nº 6; ED, 61-147; etc.). “Esa facultad de revisar, encuentra límites junto a los efectos de la Preclusión y de la Cosa Juzgada por aplicación de los principios gobernantes en lo formal. La Preclusión Procesal es la frontera ante la cual cae el derecho de revisar, como decae todo otro derecho dejado de usar en su oportunidad procesal” (Couture, Eduardo “Fundamentos del Derecho Procesal”, pag. 372 y sgtes.) viniendo al caso recordar que, por efecto de la preclusión, los asuntos quedan definitivamente  sustraídos a las posibilidades del debate, al extremo que la propia bondad de las actuaciones involucradas, constituyen una circunstancia por completo irrelevante una vez afirmada aquélla. Es que la cuestión alcanzada por la preclusión, no es materia que pueda válidamente ventilarse de nuevo sin grave riesgo de afectar derechos definitivamente adquiridos, pues los derechos originados en los principios de Derecho Procesal, son tan respetables y dignos de protección como los emanados de Resoluciones que deciden cuestiones de fondo.-
A esta altura de nuestra elaboración, podrá argumentarse e incluso cuestionarse al Tribunal Electoral sobre las “razones o porqués” de la no aplicación de la mencionada Doctrina en otros supuestos en los que interviniera, más concretamente aún en el conocido “caso Danielo” y que tramitara por conducto del Expte. Nº 82/91, caratulado: “Sr. Alfredo Rogelio Ruiz –Solicita al Tribunal Electoral abstención de Proclamación del Candidato Electo Intendente por la Municipalidad de Palpalá, Sr. Ramón Danielo –Sub-Lema: “Blanca Unidad Palpalá” –Lema: FREJUPE fallado el 22 de Noviembre de 1991.-
Pues bien, en la causa que traemos a cita, que adelantamos nada tiene que ver en sus modalidades con lo que ahora nos ocupa, expusimos, en la palabra del Magisterio de la Iglesia, a título de resumen sustancial y patético, que “el orden social hay que desarrollarlo a diario, fundarlo en la verdad, edificarlo sobre la justicia, vivificarlo por el amor …” (Gaudiem et Spes, 26), y ello fue motivado porque, a posteriori del Acto Comicial realizado en jurisdicción del Municipio de Palpalá, fue que el Tribunal recién se enteró, “que al momento de propiciarse la Candidatura a Intendente del Ciudadano Danielo, Ramón, en el propio Acto Comicial y aún en la actualidad, el indicado postulado se encontraba y encuentra percibiendo los beneficios de una jubilación que le fuera otorgada en su oportunidad por razones de invalidez, de las características, alcances e implicancias de las glosadas en autos, que, sin lugar a dudas, constituyó un ocultamiento de esa información que debió ser puesta, rigurosamente, a examen de esta Corte Electoral … No haberlo hecho conforme a las circunstancias de modo, tiempo y lugar, obligan a esta Corte por considerarlo deber de su cargo, canalizar la conducta en cuestión por ante la autoridad jurisdiccional en turno, instituida al efecto”, y no proclamarlo Intendente electo porque al probarse la existencia de la mácula de marras, hasta entonces convenientemente ocultada, se pulverizaba el requisito de la idoneidad como condición liminar para la admisibilidad en los empleos públicos (art. 16 Constitución Nacional y art. 25 p. 2 Constitución Provincial), aptitud ésta, conforme a las circunstancias del caso, de carácter irrenunciable, imprescriptible, fuera del comercio e imposible de ser deferida.-
En cambio, en la situación planteada en autos por vía impugnaticia de una candidatura, se está persiguiendo que un aspirante a Intendente “oficializado” a competir en tal emprendimiento, vencidos con holgura los plazos que pudieran corresponder para su impugnación, ya se trate del propiciado por el Ministerio Electoral  a la luz del art. 54 del Código Electoral, o el que también con propiedad auspicia esta Corte en los términos del art. 171 inc. d) de idéntico Cuerpo normativo, deba nomás ser “eliminado” de la compulsa eleccionaria porque el “denunciante” de esa situación recién concilia inteligir  –a pesar de ser una reconocida cuestión de “público y notorio”- que el Sr. Galo, Intendente interino, le estaría vedado ser Candidato, y vaya a  saber con sustento en qué razonamiento y explicaciones viene ahora, a pocas jornadas de celebrarse la Elección y con todos los tiempos agotados para su parte, a exteriorizar esta novedad por todos conocida, tornando factible, por qué no, los propósitos atribuidos al requirente y adelantados por el impugnado en su escrito de responde, o cuando menos, concitar al Cuerpo Político por esa vía que el Tribunal, descuidando los deberes a su cargo, reconoció a un postulado a contrario de lo dispuesto a propósito en la legislación, aspecto que desde ya deploramos por ser, además de meramente ocurrente, falso de toda falsedad y sin auspicio legal de ninguna naturaleza, como tendremos oportunidad de demostrarlo en el discurrir de este pronunciamiento.-
Así las cosas, conforme al desarrollo del tema propuesto a estudio y los fundamentos de hecho y derecho aportados, parece claro que la impugnación acometida debe ser rechazada por virtud a su manifiesta extemporaneidad, aunque de todas maneras, con el propósito firme de aportar nuevos elementos de juicio que hagan mas transparente lo que ya es cristalino por esencia, orientaremos nuestro discurso agotando el resto de la problemática.-

En ese orden, conviene tener presente la propia prueba aportada por los accionantes al adjuntar a su presentación copia de la “Resolución del Concejo Deliberante Nº 016/91” de fecha 10 de Diciembre de 1991, puesto que con su sola lectura fluye con naturalidad en el art. 2º del resolutorio que, “De acuerdo  al art. 184 inc. 9 de la Constitución de la Provincia de Jujuy y art. 63 de la Carta Orgánica de Ciudad Perico, facultar al Presidente del Concejo Deliberante Dr. Miguel Angel Galo, a hacerse cargo del Departamento Ejecutivo Municipal, en carácter de Presidente del Concejo a cargo de la Intendencia Municipal” (fs. 2/2), o lo que es lo mismo, hechando mano a otros términos, “que el Presidente del Concejo Deliberante es el reemplazante legal del Intendente (art. 184 p. 9 Constitución Provincial) en cualquiera de los casos que se encuentre impedido éste de ejercitar la dignidad para la que fue electo, pero si el supuesto tratara, como lo es la especie en examen, de una “ACEFALIA INICIAL” que considera la hipótesis de “si antes de recibirse del cargo el Intendente electo muriere, renunciare o por cualquier impedimento definitivo no lo pudiere asumir –por ejemplo, porque el Concejo Deliberante se pronuncia en los términos que luce en la Resolución  016/91, y con las reservas del caso por nuestra parte, se actúan las facultades descriptas en los arts. 89 p.7) y 190 p. 1) de la Constitución Provincial – se procederá a una Nueva Elección, dentro de los noventa días siguientes a la asunción del cargo por el Presidente del Concejo Deliberante , en estos mismos supuestos o en caso de impedimento temporal del Presidente asumirá el Vicepresidente primero o el Vicepresidente Segundo” (art. 63 Carta Orgánica de Ciudad Perico), que nada tiene que ver con la normativa del art. 64 de idéntico Cuerpo Legal, que ni siquiera es mencionada en la indicada Resolución Nº 016/91, no obstante los esfuerzos del impugnante para hacer ver “de pasada” que sí lo está (fs. 4 supra), y que para mayor abundamiento, trata de otra situación calificada como de ACEFALIA  PERMANENTE, que se produce cuando el Intendente en ejercicio muere, renuncia, sobreviene vacancia o existe destitución y asume el Presidente del Concejo Deliberante para continuar el mandato (si falta menos de dos años para concluir con la gestión), o para convocar a Elecciones de nuevo Intendente (por el período que resta si es superior a dos años), siendo en esta última hipótesis que NO PODRA SER CANDIDATO EL FUNCIONARIO QUE ESTE OCUPANDO EL CARGO INTERINAMENTE, surgiendo ello, como dijimos, del texto del articulado, y además, de su interpretación.-
Interpretar la norma jurídica implica desentrañar su verdadero significado, procedimiento que no se logra sino comprendiendo en su desarrollo el fin querido por el legislador al proponerlo y describirlo en su unidad sistemática, rechazando, por ende, criterios parcialistas que apunten a una desconexión con el conjunto. A ese respecto, la Corte tiene declarado que en la interpretación de la Ley, la misión judicial no se agota con la remisión a la letra de los textos, sino que requiere la búsqueda de una solución justa del caso a decidir (Fallos 271-130), y esto es así, porque las leyes deben interpretarse de la manera que mejor concuerde con los Principios y Garantías de la Constitución Nacional (LL, 116-13), debiendo buscarse la armonía y concordancia entre diversas normas, no su contradicción y antítesis (LL, 57-23), máxime en lo referente a las normas de carácter excepcional y las que conducen a la pérdida de un derecho, que deben interpretarse restrictivamente (LL, 125-307; J.A. 1058-II-308; J.A., 1964-IV-521; etc.).-
En esos términos, si con fundamento en requerir la aplicación de una norma jurídica de orden Municipal – en el caso el art. 64 –Ley Orgánica Municipalidad de Perico- se procura, vencido los términos para hacerlo, la impugnación de un Candidato OFICIALIZADO por el organismo administrativo electoral, ello deberá encontrar apoyatura en motivación sustante que lo torne procedente, y no como en autos se procura pretender hacer de un hecho de “público y notorio” –el interinato de Galo en la Intendencia y su propuesta a  ese mismo cargo en forma electiva- una “novedad” tanto más aún, cuando de la mano de una gimnasia analógica, se intenta la aplicación de una disposición legal prevista para otra situación –ACEFALIA INICIAL (art. 63) por ACEFALIA PERMANENTE (art. 64)-, pareciendo querer retornarse, con esa manera de ver, a tiempos históricos decididamente superados por el Constitucionalismo moderno o clásico, como así lo fue el absolutismo monárquico eliminado práctica y éticamente en la segunda mitad del siglo XVIII, y por cuyo conducto se llegó a establecer como derecho inmanente de la Humanidad, la Codificación de las normas escritas en la Constitución formal; supremacía y rigidez de la misma Constitución; declaración de derechos individuales; Garantías del hombre frente al Estado; División de Poderes; Organización Política enderezada a dar seguridad al hombre y a limitar el Poder; finalidad de protección de la Libertad y los Derechos Humanos; todo lo cual resumimos en los siguientes Principios: 1º) Que el Estado se racionaliza en cuando un orden jurídico precisamente definido en la Constitución escrita que le da estructura racional, 2º) Que el Poder se despersonaliza en cuanto, bien que ejercido siempre por hombres, se apoya en el Derecho y en la Ley.-
En atención a lo expuesto, cuyo sustento fáctico y legal consideramos suficiente, es preciso declarar  que la pretensión interpuesta en términos de impugnación al pronunciamiento que oficializaba la Candidatura del postulado Miguel Ángel Galo, debe ser rechazada.-

Por ello, el Tribunal Electoral de la Provincia;

RESUELVE:

1º) Rechazar la instancia impugnaticia deducida por el Sr. Olegario Maraz, con el Patrocinio Letrado del Dr. Segundo Lucio Cardozo, en contra del Sr. Miguel Ángel Galo, en su carácter de Candidato propuesto a Intendente por los Sub-Lemas “Lista Marrón Liga del Interior”, “Rojo Punzó”, “Celeste”, “Trabajemos por Perico” y “Grande Perico” del Lema “Frente Justicialista Producción y Estabilidad” (FREJUPE), para intervenir en las próximas Elecciones que en la indicada categoría  se realizarán en Ciudad Perico el 28 de Junio de 1992.-
2º) Transcribir en el Libro de Actas, notificándose con expresa HABILITACIÓN DE DIAS Y HORAS necesarias y entrega de copia a los interesados. Oportunamente dése a conocer a la opinión pública por conducto de los Medios de Comunicación Social (arts. 168 y 184 –Ley 4564/91).-
